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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

PRIMERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 378/2023/1
PARTE ACTORA: 

JOSEFINA CUELLAR GUEL
AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECTOR DE COMERCIO DEL AYUNTAMIENTO DE SAN LUIS POTOSI Y OTRA AUTORIDAD.
MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO. 
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. JOSÉ DE JESÚS MORENO ROMO
San Luis Potosí, San Luis Potosí, once de octubre de dos mil veintitrés.
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo 378/2023/1; y,
R E S U L T A N D O

PRIMERO.- Demanda de nulidad. Por escrito recibido el once de abril de dos mil veintitrés, Josefina Cuellar Guel, compareció por derecho propio a demandar del Director de Comercio del Ayuntamiento de San Luis Potosí, la resolución administrativa, derivada del acta de visita de quince de enero de dos mil veintitrés.
SEGUNDO.- Admisión de la demanda. El dieciocho de abril de dos mil veintitrés se admitió a trámite la demanda, se ordenó correr traslado con la copia de la misma y sus anexos a las autoridades señaladas como demandadas, emplazándolas para que en el término de ley formularan su contestación. En dicho proveído se tuvo a la actora por ofrecidas las pruebas que anunció en su escrito de demanda.
TERCERO.- Tramite del juicio. Siendo las 11:00 once horas del dieciocho de septiembre de dos mil veintitrés, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio, sin la asistencia de las partes. Acto seguido, se dio lectura al escrito inicial de demanda, al de ampliación de demanda, así como al oficio de contestación de la demanda y de contestación a la ampliación de demanda; asimismo, se hizo relación de las constancias de autos, señalando las pruebas ofrecidas por la parte actora así como las ofrecidas por la autoridad demandada; en período de pruebas, se tuvieron por desahogadas dada su propia y especial naturaleza, el material probatorio consistente en documentales, presuncional legal y humana e Instrumental de Actuaciones; se hizo constar que no existían pruebas por desahogar y en período de alegatos se dio cuenta que ninguna de las partes formuló sus alegatos; quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa, citándose el presente expediente para su resolución.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Competencia.  Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa con residencia en la ciudad de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente juicio, de conformidad con lo previsto en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción XII, y 9º fracción III, 24, 35, fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad estatal, particularmente porque se reclama la imposición de una multa por infracción a las normas administrativas estatales.

SEGUNDO.- Existencia del acto. Se procede a precisar el acto impugnado, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 249 fracción I, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, con la finalidad de lograr congruencia entre lo pedido y lo resuelto.

De la lectura integral de la demanda, se advierte que lo que reclama la parte actora es la resolución administrativa, derivada del acta de visita de quince de enero de dos mil veintitrés, misma que manifestó desconocer, atribuida al Director de Comercio del Ayuntamiento de San Luis Potosí, empero que su existencia queda corroborada con la documental que fue exhibida por la demandada, visible en fojas de la 58 a 60 de autos, con el valor probatorio que le confiere el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí.

Ahora, la litis en este juicio consiste en determinar la legalidad o ilegalidad de las determinaciones enunciadas en el párrafo previo, sobre la base de los agravios que formula la actora, la refutación que de los conceptos de impugnación planteados por la enjuiciada y los medios de pruebas que aportaron los contendientes.

TERCERO.- Oportunidad de la demanda. La demanda de nulidad de que se trata, fue presentada dentro del término de treinta días a que se refiere el artículo 24, fracción I, inciso a), del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, como se advierte del cuadro que se inserta a continuación:

	Fecha del Acto Impugnado
	Fecha de conocimiento 
	Plazo de 30 días transcurrió
	Fecha de presentación de la demanda

	13 de febrero de 2023
	24 de febrero de 2023
	27 de febrero al 13 de abril de 2023

	11 de abril de 2023


Como se desprende que cuadro inserto, la interposición de la demanda es oportuna, porque a la fecha de presentación de la misma se encontraba transcurriendo el plazo para su promoción.

CUARTO.- Legitimación. De conformidad con lo que precisa el numeral 221 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, procede el estudio de la personalidad y legitimación de las partes.

La personalidad de la actora no requiere de mayor pronunciamiento en atención a que compareció por derecho propio; acreditando su interés legítimo en este juicio, en razón de que impugna la sanción de multa que le fue impuesta en la resolución impugnada, ello conforme a lo dispuesto por el artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado, en concatenación al criterio Jurisprudencia de la Época: Novena Época, Registro: 165594, Instancia: Segunda Sala, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Enero de 2010, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 253/2009, Página: 268, bajo el Rubro que dice: 
“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL DISTRITO FEDERAL. CUANDO SE IMPUGNA LA RESOLUCIÓN POR LA QUE SE IMPONE UNA SANCIÓN, ANTE LA FALTA DE CONCESIÓN, LICENCIA, PERMISO, AUTORIZACIÓN O AVISO DE ACTIVIDADES REGULADAS, EL TRIBUNAL DEBE CEÑIRSE, EN SU CASO, AL ESTUDIO DE LA LEGALIDAD DE LA SANCIÓN IMPUESTA. Conforme al artículo 34, párrafo segundo, de la Ley del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal, cuando el actor pretenda obtener sentencia que le permita realizar actividades reguladas, esto es, de aquellas que requieran de concesión, licencia, permiso, autorización o aviso para su ejercicio, deberá acreditar su interés jurídico, y de no cumplir con ese requisito el juicio será improcedente, por disposición expresa del artículo 72, fracción XI, del mismo ordenamiento, el cual prevé como causa de improcedencia del juicio ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal, no acreditar el interés jurídico, en los casos a que alude el segundo párrafo del referido artículo 34. Sin embargo, cuando el actor además reclame una sanción impuesta sin contar con la correspondiente concesión, licencia, permiso, autorización o aviso, el Tribunal deberá ceñirse al estudio de la sanción, sin poder analizar los actos preliminares de verificación que le antecedieron, como pueden ser el acta de inicio y el consecuente procedimiento administrativo sancionador, porque esos actos sólo puede controvertirlos quien cuente con interés jurídico, por lo que resultan inoperantes los argumentos vertidos al respecto; y aunque es cierto que en la jurisdicción contencioso administrativa del Distrito Federal basta con tener un interés legítimo para poder accionar, según lo establece el párrafo primero del indicado artículo 34, esta regla no es absoluta, pues admite como única excepción que la pretensión del actor consista en obtener una sentencia que le permita continuar realizando actividades reguladas, supuesto en el cual la ley condicionó la posibilidad del estudio de este acto a la existencia del documento que acredite su interés jurídico, estableciendo incluso la improcedencia del juicio cuando no se exhibiere.”

(Lo resaltado es nuestro)

De igual forma, la personalidad y legitimidad del Director de Comercio  del Ayuntamiento de San Luis Potosí, se encuentra acreditada, con la copia certificada relativa a su nombramiento, visible en fojas 57 del sumario, que acredita el carácter con que comparece, conforme a lo establecido por el numeral 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
 Las documentales públicas anteriormente referidas, hacen prueba plena de acuerdo con lo dispuesto por los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, expedidas por fedatario y servidores públicos en ejercicio de sus funciones.

QUINTO.- Causales de improcedencia. Sea que las partes lo aleguen o no, en el presente asunto se procede analizar si en el caso opera alguna causa de improcedencia o sobreseimiento, por tratarse de una cuestión de orden público, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos, 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

En primer orden, se desprende que la enjuiciada hace valer cuestiones de improcedencia y sobreseimiento apoyándose en lo previsto en los artículos 228, fracción II, 239, fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, sobre la primera consideración relativa a que los actos impugnados se encuentran apegados a la legalidad, por lo que no afectan los derechos fundamentales de la parte actora pues resulta indubitable que el mandamiento esta librado por autoridad competente como es la Dirección de Catastro Municipal aunado a que los actos impugnados cuentan con la fundamentación y motivación adecuadas.

A juicio de la suscrita Magistrada, los planteamientos de la autoridad demandada deben desestimarse y por lo tanto considerarse insuficientes para decretar el sobreseimiento del presente juicio, pues los razonamientos en los cuales sustentan la improcedencia de la acción involucran cuestiones inherentes al estudio y resolución de fondo del juicio, esto es, constituyen la materia de fondo del asunto, al estar estrechamente vinculadas con el análisis de la ilegalidad que reclama la parte actora y concretamente con la pretensión de la accionante, de ahí la inoportunidad de su estudio en el presente apartado. 

Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio contenido en la jurisprudencia que resulta aplicable al caso por analogía; cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse…”
 

En otro orden, se desprende que la propia enjuiciada señala como Segunda Instancia de improcedencia, la cuestión relativa al hecho de que la actora no detenta licencia de funcionamiento expedida por dicha Dirección de Comercio Municipal que le otorgue la atribución de ejercer alguna actividad mercantil, además de que no se acredita por parte de la actora que en el predio de su propiedad no se lleva a cabo labor comercial alguna siendo que se encuentra demostrado que si ejerce actividades mercantiles, razones por las cuales establece que la actora carece de interés jurídico para interponer el presente procedimiento, toda vez que las actividades comerciales que se desplieguen en la modalidad de Jardín de  Eventos, en el inmueble situado en Calle República de Guatemala número 500 de la Colonia Satélite, en esta Ciudad Capital, es de interés social y de orden público, y se encuentran reguladas a través del Reglamento para el Ejercicio de las Actividades Comerciales, Industriales y de Prestación de Servicios en el Municipio de San Luis Potosí, por lo que es menester que se cuente con la autorización previa concedida por la autoridad competente.

En este sentido, es menester señalar que en virtud de la manifestación del accionante en su escrito de demanda, relativo a la negativa de que en el inmueble a que se hace referencia en la resolución de mérito, esté destinado a la actividad comercial y que en todo caso el evento social que se efectuaba en el momento de la inspección, era de carácter personal; por lo que dicha cuestión guarda relación con los conceptos de impugnación vertidos, los que serán analizados al resolver la cuestión de fondo planteada.

Por último, del examen general practicado al sumario, esta Sala Unitaria no advierte que existan causales de improcedencia o sobreseimiento que se deban examinar de oficio.
SEXTO.- Conceptos de impugnación. Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora son visibles a fojas 5 a la 15 del sumario así como de la foja 90 a 111 de autos, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización, rubro y contenido, se reproducen a continuación:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SÉPTIMO.- Estudio. El primer concepto de impugnación es fundado y suficiente para determinar la ilegalidad del acto controvertido.

A. Problema jurídico.

En el primer motivo de disenso planteado por la accionante en su escrito ampliatorio de demanda, arguye medularmente que la resolución emitida con motivo de la visita de inspección 933, pronunciada con fecha trece de febrero de dos mil veintitrés, se encuentra indebidamente fundamentada la competencia de la autoridad emisora de la sanción, pues si bien se hizo alusión a diversos dispositivos legales, también es cierto que por lo que hace al diverso numeral 172 del Reglamento Interno del Municipio de San Luis Potosí, no precisó la fracción en la cual descansaban sus atribuciones como Director de Comercio.

Insiste la accionante que, con la mera referencia al artículo 172 del Reglamento Interno del Municipio de San Luis Potosí no se satisface la obligación constitucional de fundar adecuadamente la competencia, pues no se indicó en modo preciso, las fracciones del citado numeral en el que descansa la atribución ejercida lo que es irregular pues es necesario que en el documento en que conste el acto impugnado se invoquen las disposiciones legales, acuerdo o decreto que otorgan facultades a la autoridad emisora. 
Por su parte la autoridad demandada sostiene la legalidad del acto controvertido sosteniendo en esencia que la actividad que realiza la actora es una actividad normada que requiere de una autorización municipal para llevarse a cabo y que el acto impugnado cumple con los requisitos de fundamentación y motivación.

B. Decisión 

Como se anticipó, los argumentos de la parte actora resultan esencialmente fundados y suficientes para determinar la ilegalidad del acto controvertido conforme a las siguientes consideraciones de hecho y de derecho:

En primer término la suscrita Magistrada estima que en efecto se actualiza la causal de ilegalidad prevista en el artículo 250, fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en virtud de que la determinación de multa por 100 cien unidades de medida y actualización, la cual fue impuesta a través de la resolución de fecha trece de febrero de dos mil veintitrés, emitida por el Director de Comercio del Ayuntamiento de San Luis Potosí, omitió fundar su competencia para determinar la sanción que impuso en dicha resolución, sanción de la cual se duele la inconforme.

En principio debe precisarse que la garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, al atender al valor jurídicamente protegido por la exigencia constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y seguridad jurídica al particular frente a los actos de las autoridades que afecten o lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa de su defensa ante un acto que no cumpla con los requisitos legales necesarios, siendo en consecuencia un requisito esencial y una obligación de la autoridad fundar en el acto de molestia su competencia, en tanto que, ésta sólo puede hacer lo que la ley le permite.

Así, los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en lo conducente establecen:

“Artículo 14. (…)

Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las Leyes expedidas con anterioridad al hecho…”

“Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento…”

Por su parte, las fracciones I, IV y V del artículo 164, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, aplicables al acto impugnado de conformidad con lo dispuesto en el artículo 163 del mencionado Código Procesal, señalan lo siguiente:

“Artículo 164.- Son elementos del acto administrativo:

I. Ser expedido por autoridades competentes, a través de servidor público u órgano colegiado facultados para tal efecto, y en términos de las disposiciones jurídicas aplicables;

(…)

IV. Constar por escrito, indicando la autoridad de que emana;

V. Estar fundado y motivado…”

De lo dispuesto en los numerales antes transcritos, se desprende que todo acto administrativo requiere de la concurrencia indispensable de tres requisitos mínimos, a saber:

· Que provenga de autoridad competente.

· Que se exprese por escrito.

· Que en los documentos que los contengan se exprese, funde y motive la causa legal del procedimiento. 

Ahora bien, respecto del primero de los requisitos enunciados, esto es, que el acto de molestia provenga de autoridad competente, debe recordarse que la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha resuelto que la esencia del  artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, implica la obligación para la autoridad administrativa que emite un acto de molestia, de citar de manera clara, suficiente y precisa las normas legales que le facultan para su actuación, ya que sólo de esta manera se otorga certeza y seguridad jurídica a los particulares frente a los actos de las autoridades que pudieran lesionar su interés jurídico.

En ese tenor, la fundamentación adecuada de la competencia consiste en citar las disposiciones legales que le conceden atribuciones a una autoridad para emitir un acto de molestia, ello con el fin de brindar certeza y seguridad jurídica al gobernado frente a la actuación de los órganos del Estado, pues de esta forma el particular tiene conocimiento de los datos indispensables para la defensa de sus intereses, ya que de permitirse lo contrario, esto es, de eximir a la autoridad del deber de fundar con suficiencia su competencia, se privaría al afectado de un elemento que puede resultar esencial para impugnar el acto de autoridad, dado que desconocería la norma legal que faculta a la misma para emitir el acto de molestia que considera afecta su esfera jurídica.

Así las cosas, para respetar el principio de seguridad jurídica tutelado por el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, es necesario que en el mandamiento escrito que contenga el respectivo acto de autoridad se mencionen con puntualidad las disposiciones legales específicas que incorporen al ámbito competencial del órgano emisor y la atribución que le permite afectar la esfera jurídica del gobernado.

En este tenor, es dable concluir que para estimar satisfecho el principio constitucional de debida fundamentación, que consagra el artículo 16 constitucional, por lo que hace a la competencia de la autoridad administrativa en el acto de molestia, es necesario que en el documento que lo contenga, se invoquen las disposiciones legales, acuerdo o decreto que otorgan facultades a la autoridad emisora y, en caso de que estas normas incluyan diversos supuestos, se precisen con claridad y detalle, el apartado, la fracción o fracciones, incisos y subincisos, en que apoya su actuación, e incluso de tratarse de normas complejas ha de transcribirse el apartado específico en donde se otorguen dichas atribuciones para actuar; pues de no ser así, se dejaría al gobernado en estado de indefensión, toda vez que se traduciría en que aquél ignorara si el proceder de la autoridad se encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo, por razón de materia, grado y territorio y, en consecuencia, si está o no ajustado a derecho. Esto es así, porque no es permisible abrigar en el principio constitucional en cuestión, ninguna clase de ambigüedad, puesto que la finalidad de la misma, esencialmente, consiste en una exacta individualización del acto de autoridad, de acuerdo a la hipótesis jurídica en que se ubique el gobernado en relación con las facultades de la autoridad, por razones de seguridad jurídica.

Cobra aplicación la Jurisprudencia P./J. 10/94, emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, cuyo rubro, contenido y datos de localización, son los siguientes:

“COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACION ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD. Haciendo una interpretación armónica de las garantías individuales de legalidad y seguridad jurídica que consagran los artículos 14 y 16 constitucionales, se advierte que los actos de molestia y privación deben, entre otros requisitos, ser emitidos por autoridad competente y cumplir las formalidades esenciales que les den eficacia jurídica, lo que significa que todo acto de autoridad necesariamente debe emitirse por quien para ello esté facultado expresándose, como parte de las formalidades esenciales, el carácter con que se suscribe y el dispositivo, acuerdo o decreto que otorgue tal legitimación. De lo contrario, se dejaría al afectado en estado de indefensión, ya que al no conocer el apoyo que faculte a la autoridad para emitir el acto, ni el carácter con que lo emita, es evidente que no se le otorga la oportunidad de examinar si su actuación se encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo, y es conforme o no a la Constitución o a la ley; para que, en su caso, esté en aptitud de alegar, además de la ilegalidad del acto, la del apoyo en que se funde la autoridad para emitirlo, pues bien puede acontecer que su actuación no se adecúe exactamente a la norma, acuerdo o decreto que invoque, o que éstos se hallen en contradicción con la ley fundamental o la secundaria.”

Asimismo, sirve de sustento a lo anterior, la Jurisprudencia 115/2005, emitida con motivo de la contradicción de tesis 114/2005-SS, aprobada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en fecha nueve de septiembre de dos mil cinco, misma que establece que el mandamiento escrito en el cual se contiene el acto de molestia a los particulares, debe fundarse en el precepto legal que les otorgue la atribución ejercida, citando el apartado, fracción, inciso o subinciso, y en caso de que no los contenga, si se trata de una norma compleja, habrá de transcribirse la parte correspondiente.

“COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA A PARTICULARES DEBE FUNDARSE EN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA, CITANDO EL APARTADO, FRACCIÓN, INCISO O SUBINCISO, Y EN CASO DE QUE NO LOS CONTENGA, SI SE TRATA DE UNA NORMA COMPLEJA, HABRÁ DE TRANSCRIBIRSE LA PARTE CORRESPONDIENTE.- De lo dispuesto en la tesis de jurisprudencia P./J. 10/94 del Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación Número 77, mayo de 1994, página 12, con el rubro: “COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD.”, así como de las consideraciones en las cuales se sustentó dicho criterio, se advierte que la garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, al atender al valor jurídicamente protegido por la exigencia constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y seguridad jurídica al particular frente a los actos de las autoridades que afecten o lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa de su defensa ante un acto que no cumpla con los requisitos legales necesarios. En congruencia con lo anterior, se concluye que es un requisito esencial y una obligación de la autoridad fundar en el acto de molestia su competencia, pues sólo puede hacer lo que la ley le permite, de ahí que la validez del acto dependerá de que haya sido realizado por la autoridad facultada legalmente para ello dentro de su respectivo ámbito de competencia, regido específicamente por una o varias normas que lo autoricen; por tanto, para considerar que se cumple con la garantía de fundamentación establecida en el artículo 16 de la Constitución Federal, es necesario que la autoridad precise exhaustivamente su competencia por razón de materia, grado o territorio, con base en la ley, reglamento, decreto o acuerdo que le otorgue la atribución ejercida, citando en su caso el apartado, fracción, inciso o subinciso; sin embargo, en caso de que el ordenamiento legal no los contenga, si se trata de una norma compleja, habrá de transcribirse la parte correspondiente, con la única finalidad de especificar con claridad, certeza y precisión las facultades que le corresponden, pues considerar lo contrario significaría que el gobernado tiene la carga de averiguar en el cúmulo de normas legales que señale la autoridad en el documento que contiene el acto de molestia, si tiene competencia por grado, materia y territorio para actuar en la forma en que lo hace, dejándolo en estado de indefensión, pues ignoraría cuál de todas las normas legales que integran el texto normativo es la específicamente aplicable a la actuación del órgano del que emana, por razón de materia, grado y territorio.”

De igual forma, en el caso tiene aplicación también la Jurisprudencia 2º/J.57/2001, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, consultable en la página 31, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, correspondiente al mes de noviembre del 2001, la cual textualmente señala:

“COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EN EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA, DEBE SEÑALARSE CON PRECISION EL PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCION EJERCIDA Y, EN SU CASO, LA RESPECTIVA FRACCION, INCISO Y SUBINCISO.- De lo dispuesto en la tesis de jurisprudencia P./J. 10/94 del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Número 77, mayo de 1994, página 12, de rubro: “COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACION ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD." así como de las consideraciones en las cuales se sustentó dicho criterio, se desprende que la garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, al atender al valor jurídicamente protegido por la exigencia constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y seguridad jurídica al particular frente a los actos de las autoridades que afectan o lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa de su defensa, ante un acto que no cumpla con los requisitos legales necesarios. En congruencia con lo anterior, resulta inconcuso que para estimar satisfecha la garantía de la debida fundamentación, que establece dicho precepto constitucional, por lo que hace a la competencia de la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia es necesario que en el documento que se contenga se invoquen las disposiciones legales, acuerdo o decreto que otorgan facultades a la autoridad emisora y, en caso de que estas normas incluyan diversos supuestos, se precisen con claridad y detalle, el apartado, la fracción o fracciones, incisos y subincisos, en que apoya su actuación; pues de no ser así, se dejaría al gobernado en estado de indefensión, toda vez que se traduciría en que éste ignorara si el proceder de la autoridad se encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo por razón de materia, grado y territorio y, en consecuencia, si está o no ajustado a derecho. Esto es así, porque no es permisible abrigar en la garantía individual en cuestión ninguna clase de ambigüedad, ya que su finalidad consiste, esencialmente, en una exacta individualización del acto de autoridad, de acuerdo a la hipótesis jurídica en que se ubique el gobernado en relación con las facultades de la autoridad, por razones de seguridad jurídica.” 

Así las cosas, en términos de los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y el diverso 164, fracciones I, IV y V del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, todo acto de molestia y privación que invada la esfera jurídica de los gobernados debe reunir, entre otros requisitos, el de ser emitido por autoridad competente, la cual deberá señalar las disposiciones legales, acuerdos o decretos, en que apoya su actuación y, en caso de que estas normas incluyan diversos supuestos, se precisen con claridad y detalle, el apartado, la fracción o fracciones, incisos y subincisos, e incluso de tratarse de normas complejas ha de transcribir el apartado específico, en su caso, que contemplen su existencia y le otorguen atribuciones para actuar, así como las disposiciones legales que comprendan el ámbito, espacio o jurisdicción territorial en que pueda ejercer esas facultades, a fin de que el particular esté en posibilidad de constatar si quien le molesta se encuentra o no facultado para ello.

Ahora bien, en el expediente del juicio en que se actúa, obra en copia debidamente certificada por la autoridad, la determinación de multa por cien unidades de medida y actualización, la cual fue impuesta a través de la resolución de fecha trece de febrero de dos mil veintitrés, emitida por el Director de Comercio del Ayuntamiento de San Luis Potosí misma que fue exhibida por la enjuiciada y que la actora hizo suya, documental que goza de valor probatorio pleno de conformidad con lo establecido en el artículo 74 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, la que en la parte que interesa se reproduce a continuación:
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Como puede verse de la imagen reproducida y de la revisión exhaustiva hecha por esta Juzgadora a la resolución impugnada, se desprende que el Director de Comercio del Ayuntamiento de San Luis Potosí, estableció como sanción “LA IMPOSICIÓN DE UNA MULTA DE 100 UNIDADES DE MEDIDA Y ACTUALIZACIÓN, al propietario, encargado y/o representante legal del establecimiento “Sin Denominación” ubicado en el inmueble de la calle República de Guatemala No. 500, Colonia Satélite, en esta Capital; sin embargo, de dicha resolución fechada el trece de febrero de dos mil veintitrés, como bien lo aduce la impetrante, se encuentra indebidamente fundamentada la competencia de la autoridad emisora de la sanción, pues si bien la demandada hizo alusión a diversos dispositivos legales, también es cierto que por lo que hace al diverso numerales 172 del Reglamento Interno del Municipio de San Luis Potosí, no precisó la fracción en la cual descansaban sus atribuciones para imponer la sanción a la aquí moral actora.

En efecto, el numeral precisado en el párrafo anterior dispone:

“ARTÍCULO 172. La Dirección de Comercio tendrá las atribuciones y facultades siguientes:

I. Integrar y actualizar permanentemente los padrones municipales de negocios establecidos, concesionarios y propietarios de puestos y locales en mercados, comerciantes y organizadores de espectáculos;

II. Realizar los trámites para expedir y renovar periódicamente, la licencia de operación municipal a establecimientos comerciales, industriales y de servicios, así como otorgar los permisos para espectáculos públicos y, comercio en la vía pública municipal;

III. Administrar la operación y mantenimiento de los mercados públicos municipales para garantizar el apego a ordenamientos municipales que los regulan y que cumplan el objeto para el que fueron destinados, así como promover su construcción en las zonas urbanas donde se requieran;

IV. Vigilar y moderar que la operación del servicio que brindan las centrales de abasto se sujete a las disposiciones municipales establecidas;
V. Constatar el cumplimiento a los ordenamientos municipales que regulan las actividades comerciales, industriales y de servicios, así como los espectáculos públicos y operación de los mercados, mediante recorridos y visitas de inspección, y en caso de ser procedente, elaborar las actas de infracción que procedan;

VI. Apoyar el ejercicio de la autoridad municipal para sancionar la violación a los ordenamientos citados en el párrafo anterior, aplicando las medidas cautelares y de garantía fiscal procedentes;

VII. Otorgar las licencias y permisos necesarios para la instalación y uso, con vista a la vía pública de todo tipo de publicidad contemplada en los ordenamientos normativos de la materia y en general, regular dicha actividad;

VIII. Vincular acciones con diversas dependencias, cámaras y organizaciones comerciales para controlar y equilibrar adecuadamente los diversos sectores de la población dedicados al comercio, industria y servicios;

IX. Proponer a la Comisión del Cabildo que corresponda, remitiendo a la persona titular de la Secretaria General del Ayuntamiento y por conducto de la persona titular de la Dirección de Comercio, las reformas al o los reglamentos municipales que regulan las funciones y servicios públicos, en el ámbito de su competencia, de conformidad con lo establecido por la legislación vigente en la materia;

X. Formular, mejorar y actualizar las disposiciones administrativas de carácter general que forman parte de las bases normativas, en el ámbito de su competencia, es decir, las circulares y otros documentos de carácter oficial que establezcan, organicen y regulen los sistemas, procesos y responsabilidades del personal adscrito a la Dirección de Comercio, tales como: manuales administrativos, guías e instructivos, entre otros de similar naturaleza, de conformidad con lo que al efecto establece la legislación vigente en la materia, y

XI. Ejercer las demás atribuciones y facultades que, en el ámbito de su competencia, le señalen las leyes, reglamentos e instrumentos legales y administrativos vigentes; así como aquellas encomendadas expresamente por la Presidencia Municipal.”
(Énfasis propio)

Como puede verse de los numerales transcritos, es de las fracciones V y VI, del numeral 172 del Reglamento Interno del Municipio de San Luis Potosí, de donde se obtiene la atribución del Director de Comercio del Ayuntamiento de San Luis Potosí para constatar el cumplimiento a los ordenamientos municipales que regulan las actividades comerciales, industriales y de servicios; así como los espectáculos públicos y operación de los mercados, mediante recorridos y visitas de inspección, y en su caso, elaborar las actas de infracción que procedan.

Bajo ese tenor, si con la mera referencia del numeral 172 del Reglamento Interno del Municipio de San Luis Potosí, la enjuiciada pretende cumplir con la obligación de fundar adecuadamente su competencia, es evidente que no satisface la obligación constitucional ya ampliamente analizada, pues no indicó de modo preciso, la fracción de los citados numerales en los que descansa la atribución ejercida, lo que de suyo es irregular dado que como se ha establecido, es necesario que en el documento que conste el acto impugnado se invoquen las disposiciones legales, acuerdo o decreto que otorgan facultades a la autoridad emisora y, en caso de que estas normas incluyan diversos supuestos, se precisen con claridad y detalle, el apartado, la fracción o fracciones, incisos y subincisos, en que apoya su actuación; por tanto, los señalamientos hechos por la enjuiciada en la resolución impugnada, a juicio de esta Sala Unitaria resultan insuficientes para considerar colmado el requisito de debida fundamentación y fundamentación contenido en el artículo 16 Constitucional, en relación con el artículo 165 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Por todo lo anterior, esta Sala concluye que el acto consistente en la determinación de multa por 100 cien unidades de medida y actualización, la cual fue impuesta a través de la resolución de fecha trece de febrero de dos mil veintitrés, emitida por el Director de Comercio del Ayuntamiento de San Luis Potosí, fue emitido por una autoridad que no fundó su adecuadamente su competencia para sancionar a la actora; en consecuencia al estimarse que dicho acto se encuentra viciado de ilegalidad al incumplir con lo dispuesto en los artículos 164 fracciones I y V, y 165, fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el artículo 250, fracciones I y II del citado Código; y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por lo que procede declararlo ilegal de conformidad con lo establecido en el artículo 250 del mencionado Código Procesal.

En tales consideraciones, conforme a lo dispuesto en el artículo 251 del Código en cita se declara la nulidad lisa y llana de la mencionada determinación de multa por 100 cien unidades de medida y actualización, la cual fue impuesta a través de la resolución de fecha trece de febrero de dos mil veintitrés, emitida por el Director de Comercio del Ayuntamiento de San Luis Potosí, dejándose sin efecto legal alguno, pues no se citaron adecuadamente los preceptos legales en que se sustentaran las facultades que ejerció.

Cobra aplicación a la anterior determinación por analogía, la jurisprudencia 99/2007, sustentada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXV, Junio del 2007, Pleno y Salas, cuyo rubro dice: 

“NULIDAD. LA DECRETADA POR INSUFICIENCIA EN LA FUNDAMENTACIÓN DE LA COMPETENCIA DE LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA, DEBE SER LISA Y LLANA.- En congruencia con la jurisprudencia 2a./J. 52/2001 de esta Segunda Sala, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XIV, noviembre de 2001, página 32, con el rubro: "COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. LA NULIDAD DECRETADA POR NO HABERLA FUNDADO NO PUEDE SER PARA EFECTOS, EXCEPTO EN LOS CASOS EN QUE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA RECAIGA A UNA PETICIÓN, INSTANCIA O RECURSO.", se concluye que cuando la autoridad emisora de un acto administrativo no cite con precisión el apartado, fracción, inciso o subinciso correspondiente o, en su caso, no transcriba el fragmento de la norma si ésta resulta compleja, que le conceda la facultad de emitir el acto de molestia, el particular quedaría en estado de inseguridad jurídica y de indefensión, al desconocer si aquélla tiene facultades para ello, por lo que el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa deberá declarar la nulidad lisa y llana del acto administrativo emitido por aquélla, esto es, no la vinculará a realizar acto alguno, por lo que su decisión no podrá tener un efecto conclusivo sobre el acto jurídico material que lo motivó, salvo el caso de excepción previsto en la jurisprudencia citada, consistente en que la resolución impugnada hubiese recaído a una petición, instancia o recurso, supuesto en el cual deberá ordenarse el dictado de una nueva en la que se subsane la insuficiente fundamentación legal.”

Ahora bien, debe aclararse que como en el caso no constituyó materia de impugnación la medida de seguridad determinada en el acta administrativa de inspección de quince de enero de dos mil veintitrés, acto que además no es dable analizar a la luz de que la actora carece de interés jurídico en cuanto a que no se acreditó que contara con la correspondiente concesión, licencia, permiso, autorización o aviso, por lo que este Tribunal estaba obligado a ceñirse al estudio únicamente de la resolución sancionatoria, sin que pudiera analizar los actos preliminares de verificación que le antecedieron, como lo son la orden de inspección y su acta de inspección, razones por las cuales la presente sentencia se circunscribió a declarar la nulidad del acto impugnado (sanción).

C. Efectos.
Por consiguiente y toda vez que conforme a lo previsto por el artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se establece que en caso de ser favorable la sentencia al actor, ésta dejará sin efecto el acto impugnado y las autoridades responsables quedarán obligadas a otorgar o restituir al actor en el goce de los derechos que le hubieren sido indebidamente afectados o desconocidos, en los términos que se establezca; por lo que se ordena a la demandada que realice las acciones siguientes:

· Cancele los registros inherentes a la sanción del inmueble propiedad de la actora declarada ilegal.

En atención al resultado al que se llegó, se hace innecesario el estudio de los restantes argumentos contenidos en los conceptos de impugnación, en acatamiento a la Tesis de Jurisprudencia cuyo rubro dice: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. ES INNECESARIO SU ESTUDIO, CUANDO LA DECLARACIÓN DE FIRMEZA DE UNA CONSIDERACIÓN AUTÓNOMA DE LA SENTENCIA RECLAMADA ES SUFICIENTE PARA REGIR SU SENTIDO.”
  

Por lo expuesto, fundado en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 7º, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y numerales 249, 250, fracción II, y 251, del Código Procesal Administrativo para el Estado; es de resolverse y se RESUELVE:

PRIMERO.- Se declara la NULIDAD de la resolución impugnada consistente en la determinación de multa por 100 cien unidades de medida y actualización, de fecha trece de febrero de dos mil veintitrés, emitida por el Director de Comercio del Ayuntamiento de San Luis Potosí dejándola sin efecto legal alguno, de acuerdo a los razonamientos precisados en el último considerando de la presente sentencia.

SEGUNDO.- Notifíquese personalmente a las partes. 

Así lo resolvió y firma, la Licenciada Ma. Eugenia Reyna Mascorro, Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Antonio Martínez Portillo, que autoriza y da fe.- (RUBRICAS)

EL SUSCRITO SECRETARIO DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA UNITARIA DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA,  CERTIFICA: QUE LAS PRESENTES COPIAS FUERON SACADAS DE SUS ORIGINALES CON LAS CUALES CONCUERDAN EN TODAS Y CADA UNA DE SUS PARTES.

SAN LUIS POTOSÍ, S.L.P.,  ONCE DE OCTUBRE DE DOS MIL VEINTITRÉS.
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� Según el artículo 24, fracción I, inciso a), del Código Procesal Administrativo para el  Estado de San Luis Potosí. 


� No. Registro: 187,973, Jurisprudencia Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5.


� Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618


� Época: Octava, Registro: 205463, Instancia: Pleno, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Núm. 77, Mayo de 1994, Materia(s): Común, Tesis: P./J. 10/94, Página: 12


� Época: Novena Época, Registro: 172578, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXV, Mayo de 2007, Materia(s): Común, Tesis: IV.2o.C. J/9, Página: 1743





